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RESUMEN  

 

El presente artículo de investigación, es el resultado de una investigación cuya 

metodología descriptivo-analítica, responde a la necesidad de analizar la participación en la 

plusvalía urbana en el municipio de Manizales - Colombia. En tal virtud, se realiza una revisión 

de la fundamentación teórica del tema de ciudad, como eje fundamental para el desarrollo de la 

plusvalía; se referencia una aproximación a la connotación de plusvalía urbana y se describen los 

postulados normativos vigentes que tiene aplicación en Manizales, además se identifican las 

acciones de la administración municipal, para finalmente, relacionar bajo el contexto de ciudad 

el desarrollo e implementación de la plusvalía en la capital caldense, para concluir que pese a 

existir una regulación normativa, no existe aplicación material en el municipio.  
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The present article is the result of a socio-legal investigation whose descriptive-analytical 

methodology responds to the need to analyze the participation in urban surplus value in the 

municipality of Manizales - Colombia. In such virtue, a revision of the theoretical foundation of 

the city theme is made, as fundamental axis for the development of the surplus value; an 

approximation to the connotation of urban surplus value is referred to and the normative 

postulates in force that have application in Manizales are described, in addition the actions of the 

municipal administration are identified, to finally, relate under the city context the development 

and implementation of the surplus value in the capital of Caldas, to conclude that in spite of the 

existence of a normative regulation, there is no material application in the municipality.  
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INTRODUCCIÓN 

La plusvalía urbana tiene como finalidad el recobro de los peculios que se generan como 

consecuencia de las intervenciones de las entidades públicas en la regulación y administración 

del uso del suelo. Su destinación se encamina a la creación de proyectos en beneficio del interés 

general. En el marco de la presente investigación, se analizaron las normas constitucionales y 

legales que regulan la participación en plusvalía en el municipio de Manizales y  además se 

indagó respecto a las acciones realizadas por la administración, encaminadas al fomento y a la 

aplicación de la figura. 



En este sentido, se identificó que, en la ciudad de Manizales, el Plan de Ordenamiento 

Territorial (POT), que corresponde al Acuerdo 958 del 2 de agosto de 2017, el mismo que en el 

titulo VI- titulado “disposiciones varias” en sus artículos 233 y siguientes; estableció las 

generalidades de la participación en plusvalía, entre las cuales se le atribuyó al alcalde municipal 

la facultad para expedir la reglamentación encaminada a desarrollar la implementación de este 

instrumento. 

No obstante lo anterior, habiendo trascurrido un término superior al estipulado, aún no se ha 

desarrollado el tema, contando únicamente a la fecha con el Estudio sobre el Cálculo y 

Reglamentación de la Participación de Plusvalía, como insumo técnico y jurídico de este 

instrumento de gestión y financiación del desarrollo urbano, a través de un Decreto Municipal, 

según lo previsto en el POT, además de un Proyecto de Decreto de Reglamentación e 

Implementación de este instrumento, el cual se encuentra en revisión por las secretarias a cargo 

para una futura aprobación por parte del Alcalde. 

En este orden de ideas, la regulación de la participación en plusvalía se convierte en un 

recurso etéreo, cuya regulación no se ha cumplido ni desde la formalidad en la expedición de la 

ley y menos aún en su materialización; cuyas causas se asocian a diferentes factores, motivo por 

el cual la investigación se desarrolló en torno al problema de la existencia de una  regulación a 

participación en plusvalía urbana en el municipio de Manizales, a partir de la entrada en vigencia 

del Acuerdo 0958 del 2 de agosto de 2017 hasta el año 2019. 

Ahora bien, con el fin de desarrollar la investigación, y con el propósito de generar un 

análisis adecuado y profundo del tema, se describieron los antecedentes normativos y teóricos de 

la participación en plusvalía, se conocieron las normas constitucionales y legales que regulan el 



tema en el municipio de Manizales, asi como las acciones que la administración ha adelantado, 

esto en un contexto de ciudad, lo que permitió  inferir finalmente, que es inexistente una 

regulación de la plusvalía urbana en el municipio. 

 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.  

La participación en plusvalía, está reconocida en la Constitución Policita Colombiana de 

1991, es así como en su artículo 82 establece:  

Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio publico y 

por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. Las 

entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y 

regularan la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés 

común. (Constitución Política, 1991, art. 82). 

El artículo en cita, realiza un reconocimiento de la plusvalía respecto a derechos 

colectivos, esto por cuanto, constituye como fin esencial el interés común, aspecto que involucra 

una importancia relevante dentro del marco constitucional y legal, ya que tiene prevalencia ante 

cualquier clase de confrontación y/o conflicto, frente a intereses privados y particulares.  

Se observa que la participación en plusvalía de las entidades públicas corresponde a un 

delineamiento constitucional, que persigue la correcta y equitativa distribución de los recursos 

que se causan como consecuencia del plusvalor, generado a una propiedad por los efectos de las 

acciones urbanísticas y el desarrollo urbano.  

 



Por su parte, el artículo 73 de la Ley 388 de 1997 establece como noción de la 

participación en plusvalía la siguiente:  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 82 de la Constitución Política, las 

acciones urbanísticas que regulan la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano 

incrementando su aprovechamiento, generan beneficios que dan derecho a las entidades 

públicas a participar en las plusvalías resultantes de dichas acciones. Esta participación se 

destinará a la defensa y fomento del interés común a través de acciones y operaciones 

encaminadas a distribuir y sufragar equitativamente los costos del desarrollo urbano, así 

como al mejoramiento del espacio público y, en general, de la calidad urbanística del 

territorio municipal o distrital. 

Los consejos municipales y distritales establecerán mediante acuerdo de carácter 

general, las normas para la aplicación de la participación en plusvalía en sus respectivos 

territorios. (Ley 388, 1997, art. 73) 

En atención a lo que la norma nacional preceptúa,  de forma particular en la ciudad de 

Manizales, y con el fin de aumentar el beneficio de la utilización de suelo urbano, encaminado a 

la protección del interés común mediante labores y procedimientos que tienen como finalidad 

distribuir y financiar  de manera acorde y armónica los gastos del desarrollo urbano, se creó el 

Acuerdo 0958 del 2 de agosto de 2017, por el cual se adopta la revisión ordinaria de contenidos 

de largo plazo del Plan de Ordenamiento Territorial del municipio de Manizales. El POT en cita, 

en su artículo 238 del, establece que: 

El Alcalde Municipal expedirá en un término de ocho (8) meses contado a partir 

de la publicación del presente Plan, la reglamentación para la implementación de este 



instrumento de financiación del desarrollo urbano, en lo que hace referencia a las áreas 

objeto de participación en plusvalía; liquidación del efecto plusvalía; exigibilidad y 

cobreo de la participación; formas de pago de la participación; títulos de derechos 

adicionales de construcción y desarrollo, y demás asuntos relacionados con las 

participación en plusvalía, serán aplicables las disposiciones pertinentes contenidas en las 

Ley 388 de  1997, los Decretos Nacionales Reglamentarios 1420 de 1998, 1788 de 2004 

y demás normas que reglamenten o modifiquen. (Acuerdo 0958, 2017, art. 238). 

Pese a existir un derrotero de normas que pretenden estipular las reglas mediante las 

cuales se debe implementar la participación en plusvalía, la falta de regulación es un tema de 

controversia actual, es así como Orlando Alguero Miguel (2019) en el periódico La Patria contó: 

Cuatro intentos fallidos para reglamentar el cobro de la plusvalía en Manizales 

desde el 2003 hasta hoy demuestran lo complejo de aplicar este tributo. Las razones van 

desde la falta de estudios técnicos, el impacto en el bolsillo de los propietarios de lotes y 

los costos de operar el cobro, hasta la poca claridad jurídica para su aprobación. (Alguero, 

2019). 

Salta a la vista que existen numerosos factores que contribuyen a entorpecer la 

implementación y aplicación de la participación en plusvalía, sin embargo, atañe a esta 

investigación, lo que de forma específica se refiere a la regulación que el municipio de Manizales 

ha dado sobre el tema, con el fin de conocer, si por parte de la Alcaldía Municipal se ha 

concertado lo concerniente a su ejecución y si existen acciones adelantadas por parte del Concejo 

Municipal. 



Conforme a lo anterior, surge la necesidad de revisar las gestiones adelantadas por las 

autoridades competentes de la ciudad de Manizales, con el fin de realizar un análisis frente a la 

normatividad que rige lo pertinente, para conocer la regulación de la participación de la plusvalía 

urbana en el municipio de Manizales, tomando como eje principal la Constitución Política de 

Colombia de 1991, la Ley 388 de 1997 y el acuerdo 0958 del 2 de agosto de 2017. 

En este orden de ideas, se planteó la siguiente pregunta: ¿ Cómo se ha regulado la 

participación en plusvalía urbana en el municipio de Manizales, a partir de la entrada en vigencia 

del acuerdo 0958 del 2 de agosto de 2017 hasta el año 2019? 

Para el desarrollo efectivo de la pregunta se estimaron los siguientes objetivos operativos: 

• Describir los antecedentes normativos y teóricos de la participación en plusvalía para las 

entidades territoriales 

• Determinar la regulación de la aplicación de las normas constitucionales y legales que 

regulan la participación en plusvalía en el municipio de Manizales 

• Conocer las acciones que el municipio de Manizales ha realizado encaminadas a la 

regulación de la participación en plusvalía 

DISEÑO METODOLÓGICO 

El presente artículo se desarrolla bajo un método deductivo, toda vez que del estudio y 

análisis de los generales de la participación en plusvalía se busca identificar la regulación que se 

le ha dado particularmente  en la ciudad de Manizales, en este orden de ideas, de acuerdo a su 

naturaleza y por tener como eje central el reconocimiento de los aspectos sociales para el 

derecho en los cuales se incluyen entre otros las interacciones y estructuras como elementos 



organizativos de la sociedad, la cultura y la administración pública, se realiza a una investigación 

socio-jurídica con enfoque cualitativo, la cual,  se  caracteriza por ser flexible brindando la  

posibilidad de moverse entre los eventos y su interpretación. 

Así mismo, el estudio está enmarcado en una dinámica descriptiva analítica; en lo 

correspondiente al primer tipo de investigación, se describirá teórica y normativamente la 

participación en plusvalía, identificando las acciones adelantadas en el  municipio de Manizales 

tendientes a su regulación. Como lo manifiesta Hurtado (2010), la investigación descriptiva “(…) 

tiene como objetivo lograr una precisión y caracterización del evento de estudio dentro de un 

contexto particular” (Hurtado, 2010, p 413). Siendo esta la alternativa adecuada para realizar un 

proceso metodológico que aporte elementos detallados del tema.  

Finalmente, y con el fin de obtener conclusiones del tema, se implementará un método 

analítico, el que según Hurtado (2010): “(…) tiene como resultado la emisión de un juicio, un 

interpretación o un crítica con respecto al evento de estudio. Este juicio se hace con base en un 

criterio de análisis” (Hurtado, 2010, p. 443) permitiendo elaborar un postulado final que concrete 

lo aprendido con los criterios de opinión personales.  

 Como instrumentos de recolección de información para el desarrollo de la investigación, 

se utilizan revisiones bibliográficas, análisis documentales y normativos.  

FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 

  La plusvalía urbana está relacionada de forma intrínseca, con la propiedad privada 

urbana, la que se desarrolla de manera exclusiva en el entorno de la ciudad, cuyo ambiente ha 

venido sufriendo metamorfosis con el paso del tiempo.  En este orden de ideas, para tener un 



concepto particular de ciudad, es pertinente referirse al Derecho a la Ciudad, obra de Henri 

Lefebvre, filósofo y sociólogo de orientación marxista. Además, y de forma complementaria se 

revisará lo dicho por el geógrafo y teórico social marxista británico, David Harvey en su trabajo 

Ciudades rebeldes: Del derecho de la ciudad a la revolución urbana. 

Así las cosas, y teniendo como escenario principal el contexto urbano, es preciso 

relacionar a Lefebvre (1978), quien identifica el proceso de industrialización como el punto de 

partida para una problemática y, en consecuencia, unas modificaciones significativas en la 

estructuración urbana, así asevera que el proceso de industrialización, es el motor de las 

transformaciones de la sociedad desde hace siglo y medio, y afirma que:  

Solo en la actualidad comenzamos a aprehender la especificidad de la ciudad (de 

los fenómenos urbanos). La ciudad mantuvo siempre relaciones con la sociedad en su 

conjunto, con su composición y funcionamiento, con sus elementos constitutivos (....) con 

su historia. Cambia, pues, cuando la sociedad en su conjunto cambia. Sin embargo, las 

trasformaciones de la ciudad no son solo los resultados pasivos de la globalidad social, de 

sus modificaciones. La ciudad pende también, y no menos esencialmente, de relaciones 

de inmediatez, de vinculación directas entre personas y grupos que componen la sociedad 

(Lefebvre, 1978, p. 63)   

Se resalta entonces, que las transformaciones son constantes, y que abarcan todos los 

aspectos culturales, sociales, de infraestructura y planeación que requiere el de desarrollo urbano, 

no obstante, y como consecuencia inevitable, se generan tensiones o conflictos los cuales. 

Lefebvre (1978) describe así:  



Dos grupos de cuestiones han enmascarado los problemas de la ciudad y de la 

sociedad urbana: dos ordenes de urgencia: las cuestiones de alojamiento del habitar 

(derivadas de un política de alojamiento y de técnicas arquitectónicas); las de la 

organización industrial y planificación global. (Lefebvre, 1978, p. 165) 

Resulta correcto afirmar que estos dos componentes se les atribuyen las modificaciones y 

trasformaciones que de forma, paulatina o repentina se han producido en la morfología 

tradicional de las ciudades, aclarando además que el surgimiento de estas prerrogativas se debe 

al crecimiento económico derivado de la producción industrial. 

Es así como se requiere de estructuras que funcionen de manera concomitante, e incluyan 

todos los agentes que integran la sociedad urbana; en consideración a esto Lefebvre (1978) 

considera que:  

La realización de la sociedad urbana reclama una planificación orientada hacia las 

necesidades sociales, las de la sociedad urbana. Necesita una ciencia de ciudad (de las 

relaciones y correlaciones en la vida urbana). Estas condiciones, aunque necesarias, no 

bastan. Se hace igualmente indispensable una fuerza social y política capaz de poner en 

marcha estos medios. (Lefebvre, 1978, p.166) 

Además, Lefebvre (1978) es claro al establecer, que ante la ausencia de estructuras, 

protocolos y falta de participación; los cambios se podrían generar de forma superficial y no 

generar un impacto benéfico y progresista, aseverando que:  

Solo la asunción de la planificación por la clase obrera y sus mandatarios políticos 

puede modificar profundamente la vida social y abrir una segunda era (…). Hasta 



entonces, las transformaciones permanecerán en la superficie, en el nivel de los signos y 

el consumo de signos, del lenguaje y el metalenguaje. (Lefebvre, 1978, p.168). 

  Ahora bien, en su época el teórico en cita Lefebvre (1978), comenzó a hablar a de 

algunos derechos no reconocidos, los que, a su criterio, definen la civilización y entran a cambiar 

la realidad, afirmando que los mismos, antes de ser parte formal de una codificación, entran en el 

plano material a partir de la costumbre y que los mismos. Entre otros derechos en formación 

figura el derecho a la ciudad (no a la ciudad antigua, sino a la vida urbana, a la centralidad 

renovada, a los lugares de encuentros y cambios, a los ritmos de vida y empleo del tiempo que 

permiten el uso pleno y entero de estos momentos y lugares, etc.). (Lefebvre, 1978, p.167).  

La idea de la ciudad como un derecho de cada persona, ha trascendido en el tiempo y ha 

adquirido una preponderancia notable, al punto de enmarcarlo como unos derechos colectivos o 

de tercera generación, al respecto Harvey (2013) afirma que: 

El derecho a la ciudad es por tanto mucho más que un derecho de acceso 

individual o colectivo a los recursos que esta almacena o protege; es un derecho a 

cambiar y a reinventar la ciudad de acuerdo con nuestros deseos. Es, además, un derecho 

más colectivo que individual, ya que la reinvención de la ciudad depende inevitablemente 

del ejercicio de un poder colectivo sobre el proceso de urbanización. (Harvey, 2013, 

p.20). 

Si bien el derecho a la ciudad, es un tema de suma importancia que se ve reflejado en 

todas las normas y reglas de organización de los territorios, es poco explorado y carece de 



reconocimiento, por tanto, su caracterización e identificación social está controlado por minorías, 

así Harvey, (2013), realiza una crítica del mismo al manifestar  

El derecho a la ciudad actualmente existente, tal como está ahora constituido, es 

demasiado estrecho y está en la mayoría de las casas en manos de una pequeña elite 

política y económica con capacidad para configurar la ciudad según sus propias 

necesidades particulares y sus deseos más íntimas. (Harvey, 2013, p. 47). 

Esto permite presumir, por lo menos desde la perspectiva intelectual, que existe cierto 

inconformismo, en tanto que la ciudad parece convertirse en un derecho vedado y privilegio de 

ciertos sectores.   

1. Las Plusvalías Urbanas, Nociones y Aproximaciones 

La plusvalía, tiene sus orígenes en las teorías Marxistas de  la economía británica clásica 

la cual hace uso de los conceptos de mercado, valor de los costos y horas trabajadas; esta teoría 

consideraba que los productos eran vendidos en el mercado según el valor de costo, el cual 

equivalía a las horas trabajadas por los operarios, a quienes, solo se les pagaban las horas 

adecuadas para cubrir sus necesidades con el fin de que el empresario se quedara con el 

excedente generándole ganancias al mismo, a esta regla de la economía capitalista Marx le 

atribuye el nombre de  plusvalía.  

Siguiendo con el concepto básico y general de plusvalía mercantil, Thorngren (2000) 

define como plusvalía “El exceso del costo de una compañía adquirida sobre la suma del valor 

justo del mercado de sus activos individuales identificables menos sus pasivos” (Thorngren, 



2000, p. 509). ; Así entonces la plusvalía está constituida por la diferencia monetaria que es 

arrebatada por el dueño de los medios de producción a sus trabajadores.  

No obstante las generalidades anteriores, la plusvalía que tiene cabida en el presente 

trabajo y la cual inciden en el desarrollo urbano, es la participación en plusvalía urbana, por la 

cual deben responder las entidades públicas, responde  a una ordenanza constitucional, con la 

que se busca la distribución equitativa de los recursos que se causan en razón de plusvalor 

generado en determinada propiedad,  debido a la acciones de desarrollo urbano, así se trate de 

“aumentos del valor de la tierra generados por acciones administrativas tales como cambios de 

zonificación o densidad, que pueden generar ganancias sustanciales para el propietario de la 

tierra” (Barco y  Smolka, 2007, p. 223). 

La plusvalía se constituye como una obligación fiscal, la que, gracias a las normas y 

acciones urbanísticas, que regulan tanto el uso del suelo como el espacio aéreo generan un 

aumento en el valor de los predios; y sumado a ello se constituye en un recurso invaluable 

(cuando se destino es el correcto), en la potencialización del desarrollo urbano con equidad: 

En esta medida, la implementación de la participación en plusvalía dentro de la 

política pública se concibió como un instrumento para regular el uso del suelo, controlar 

su precio y generar recursos ocasionales al servicio de la promoción de la vivienda de 

interés social y el desarrollo urbano. En el supuesto estaba que en la definición del precio 

del suelo la renta del suelo era determinante, y que la norma urbanística generaba por sí 

sola un incremento de dicha renta de la cual debía ser participe el estado por antonomasia 

(Ramírez, 2013, p. XI). 



En el contexto colombiano, la participación en plusvalía ha quedado plasmada en el orden 

jurídico desde el nivel Constitucional, como un principio fundamental del nuevo sistema 

urbanístico, el cual se relaciona en el ya trascrito artículo 82 de la Constitución Política de 1991.  

El recorrido normativo de este instrumento continúa con la ya mencionada ley de 1997, la 

cual, “Estableció los lineamientos generales de dicha participación, otorgando a los consejo 

municipales y distritales la potestad de dictar las normas necesarios para reglamentar su 

aplicación, por medio de acuerdos municipales”. (Ramírez, 2013, p. XIV).  

La Ley 388 de 1997 en su artículo 74, establece los eventos en que las decisiones 

administrativas y las actuaciones urbanísticas de las entidades distritales y municipales generan 

plusvalía, así como la forma en que se debe delimitar el efecto de la misma a través de los planes 

de ordenamiento territorial. 

La participación en plusvalía, no solo forma parte de un mandato constitucional, sino que, 

también es uno de los principales instrumentos de gestión del suelo, y una herramienta para la 

financiación del desarrollo territorial de las ciudades, con la que se pretende dar adecuada 

regulación al mercado de la tierra, es así como puede afirmarse que la aplicación de este 

instrumento, busca garantizar el correcto ordenamiento urbanístico evidenciado en el  espacio 

público y  la participación en plusvalía, protegiendo con ello los derechos colectivos.  

Ahora bien, la participación en plusvalía trae consigo de manera intrínseca un 

reconocimiento de lo colectivo, respecto a los recursos que fueron invertidos en las gestiones del 

suelo, así  

En principio la plusvalía- y la participación en plusvalía- también constituye una 

recuperación parcial del costo de inversión pública, para atender las necesidades 



colectivas prioritaritas. Es decir, que la participación en plusvalía, resulta siendo un 

instrumento de redistribución de beneficios, porque los particulares que se beneficien de 

la gestión pública, a través del gravamen de la plusvalía, retornan ingresos públicos a la 

colectividad, para que esta lo utilice en la atención de necesidades públicas apremiantes, 

que lidian la informalidad urbana (Garcés y Salazar, 2010, p. 50). 

Después de establecer el marco normativo de la participación en plusvalía y a partir de la 

lectura general que se relaciona de la misma, es posible afirmar que ésta juega varios papeles, los 

que estructuran el desarrollo y la evolución del sistema urbanístico, bajo éste entendido, la 

participación en plusvalía  se convierte en un instrumento de recuperación del plusvalor causado 

por las acciones del Estado, del mismo modo es un mecanismo regulador del mercado del suelo; 

en este sentido, (Acosta, 2010) dice “Entendiendo la PPV como un instrumento que concreta la 

reforma de política urbana en uno de sus principios estructurales: la redistribución de las rentas 

del suelo (…)”(Acosta, 2010, p. 23). 

Finalmente, este derecho, a la hora de su materialización presenta algunas falencias, 

como lo refiere Acosta (2010) “la PPV tiene varias debilidades, pues, por un lado, hay 

desinformación generalizada de los ciudadanos sobre sus beneficios colectivos, y por otro, hay 

grandes confusiones sobre el potencial impacto individual del tributo sobre ellos” (Acosta, 2010, 

p.38).  

Es posible comentar que las intervenciones derivadas del actuar de la administración 

pública, al momento de su implementación son insuficientes, esto, por la falta de conocimiento 

que existe sobre la figura de la plusvalía, no solo por parte de la comunidad y de los particulares 



dueños de predios, sino por la falta de normatividad y la ausencia de rigurosidad de la misma al 

momento de su implementación, al respecto Acosta (2010) dice:  

La PPV es un instrumento de política de suelo por definición de largo plazo; como 

tributo no genera flujos predecibles de recursos que permitan proyectar sus impactos 

como fuente tributaria, y, como regulador del mercado de suelo, no se ha profundizado 

aún en la formulación de estrategias de política y metas explícitas que puedan orientar los 

esfuerzos institucionales concretos que deben adelantarse para desarrollar los soportes 

técnicos y operativos que sostengan ese propósito (Acosta, 2010, p.41).   

Se observa entonces que los impactos generados como consecuencia de la aplicación de 

este instrumento en sus diversos ámbitos, se han visto menguados por la falta de proyección y 

concretización de estructuras que permitan su adecuado desarrollo.  

Conociendo ciertas generalidades de la participación en plusvalía, es procedente entrar a 

revisar las disposiciones normativas que tienen aplicación en el municipio de Manizales y que 

giran en torno a esta figura.   

2. Normatividad vigente de la plusvalía urbana en el municipio de Manizales. 

El Plan de Ordenamiento Territorial (POT) es la herramienta encargada de estipular las 

reglas sobre la participación en plusvalía de cada municipio, el POT vigente para el municipio de 

Manizales, corresponde al Acuerdo 958 del 2 de agosto de 2017 el cual en el titulo VI- 

identificado como “disposiciones varias” en sus artículos 233 y siguientes establecen la 

participación en plusvalía.  

Concordante con el artículo séptimo de la ley 388 de 1997 el artículo 233 reglamenta: 



en los términos de la ley 388 de 1997, se presentan las normas generales para la 

aplicación de la participación en plusvalía en Manizales, enmarcada en las acciones 

urbanísticas que regulan la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano 

incrementando su aprovechamiento, y que genera beneficios que dan por derecho a la 

entidades públicas a participar en las plusvalías restantes de dichas acciones  y 

operaciones encaminadas a distribuir y sufragar equitativamente los costos del desarrollo 

urbano, así como al mejoramiento del espacio público y, en general, de la ciudad 

urbanística del territorio municipal. (Acuerdo 958 , 2017, Artículo 233) 

Salta a la vista que los beneficios que surgen de la utilización del suelo y el mejor 

aprovechamiento del espacio urbano, reflejados en la participación en plusvalía, son numerosos y 

pueden favorecer tanto a las entidades públicas como a la comunidad de particulares, estos 

beneficios son concebidos desde diferentes aspectos, los que varían dependiendo del sujeto que 

hace uso los mismos, generando una explotación distinta en cada caso.  

Igualmente, y análogo con el artículo 74 de la Ley, el POT en su artículo 234 establece 

como hechos generadores de plusvalía en el municipio de Manizales los siguientes:   

1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana. 2. La 

incorporación de suelo rural como suburbano. 3. La autorización de un mayor 

aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el índice de ocupación o el 

índice de construcción, o ambos a la vez (En los casos donde se presenta la incorporación 

de suelo rural al perímetro urbano). 4. La ejecución de manera directa o indirecta por 

parte del Municipio, de las obras públicas previstas en el Plan de Ordenamiento 

Territorial o los instrumentos que lo modifiquen, subroguen, desarrollen o reglamenten, 



que generen mayor valor en los predios, siempre y cuando cumplan con los requisitos que 

establezca la reglamentación que para este efecto debe expedir el municipio y no se 

utilice o no se haya utilizado para su financiación la contribución de valorización, a juicio 

de la Administración Municipal.  (Acuerdo 958, 2017, art. 234). 

Es claro que los hechos generadores de plusvalía son taxativos, y que principalmente se 

producen como consecuencia de las acciones, y determinaciones de la administración municipal 

frente a los usos del suelo y el desarrollo del espacio ciudad, además la norma es clara al 

establecer que se debe cumplir con el lleno de los requisitos reglamentarios expedidos.  

 Respecto a la estimación del efecto de la plusvalía y el incremento en el precio del suelo, 

derivado de las acciones urbanísticas que constituyen hecho generador del tributo, en su artículo 

235 se limita a decir que estos se calcularan en la forma prevista por los artículos 75 y siguientes 

de la ley 388 de 1997. 

Ahora bien, en lo que respecta al monto para el cobro de la plusvalía, en su artículo 236 

establece que este corresponderá al cincuenta por ciento del mayor valor por metro cuadrado; 

frente a la destinación de esta, en su no estipula algo preciso, únicamente relaciona que se hará 

según lo  establecido en el artículo 85 de la ley en cita.  

Finalmente, el artículo 238 del POT reza que para su reglamentación  

El Alcalde Municipal expedirá en un término de ocho (8) meses contado a partir 

de la publicación del presente Plan, la reglamentación para la implementación de este 

instrumento de financiación del desarrollo urbano, en lo que hace referencia a las áreas 

objeto de participación en plusvalía; liquidación del efecto plusvalía; exigibilidad y 

cobreo de la participación; formas de pago de la participación; títulos de derechos 



adicionales de construcción y desarrollo, y demás asuntos relacionados con las 

participación en plusvalía, serán aplicables las disposiciones pertinentes contenidas en las 

Ley 388 de  1997, los Decretos Nacionales Reglamentarios 1420 de 1998, 1788 de 2004 

y demás normas que reglamenten o modifiquen. (Acuerdo 958, 2017, art. 238). 

El Plan de Ordenamiento Territorial, es un instrumento de gestión para el desarrollo y 

ordenamiento del territorio  municipal, que según la Ley 388 de 1997, está conformado por 

directrices, políticas, estrategias, metas y programas que permiten el adecuado desarrollo físico 

del uso del suelo; además permiten la inclusión de  normas urbanísticas, las que se encargan de 

regular el aprovechamiento y la ocupación del suelo, asegurando la obtención y el cumplimiento 

de los objetivos previstos para el ordenamiento del territorio.  

 En la ciudad de Manizales, el acuerdo  958 de 2017, es el Plan de Ordenamiento 

Territorial, en el cual se establece lo relacionado con la visión de futuro, y el modelo de 

ocupación territorial en la ciudad, así como las políticas y estrategias del modelo de 

ordenamiento territorial, es el instrumento legal  a partir del cual se busca reglamentar la correcta 

implementación y aplicación de las funciones que trae consigo la propiedad privada en la ciudad 

de Manizales, alcanzando con ayuda de las herramientas que la ley 388 ha reglamentado para tal 

fin; en el caso en concreto se profundizo en la plusvalía como participación en favor del iteres 

social. 

Conforme a lo anterior, se reitera que la participación  en plusvalía fue elevada  a rango 

constitucional mediante el artículo 82 de la Constitución Política de 1991, el mismo que impone 

a las entidades públicas la obligación de participar en plusvalía, esto, por ser consecuente con las 

actuaciones que en materia urbanística  desempeñan, además les atribuye  la carga de regular el 



uso del suelo y el espacio aéreo urbano, actuando como garantistas y en favor del interés común; 

legalmente se encuentra consagrada en la ley 388 de 1997  por medio de la cual se armonizan y 

unifican las disposiciones constitucionales respecto al ordenamiento territorial,  las disposiciones 

de Ley 9 de 1989, la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Áreas 

Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional Ambiental,  además  de 

encontrarse dispuesta en el Decreto 1788 de 2004 que derogó el Decreto 1599 de 1998, el que 

reglamenta de forma exclusiva, la participación en plusvalía.  

Se observa que el marco legal que orienta la participación en plusvalía, especifica, las 

situaciones en las cuales las acciones y decisiones administrativas relacionadas con las gestiones 

urbanísticas que se desprendan de las actuaciones de las entidades distritales y municipales 

competentes para cada fin generan plusvalía, así mismo ordena los métodos que pueden ser 

empleados cuando de delimita la misma se trata, con base a lo dispuesto mediante los planes de 

ordenamiento territorial.  

Además, la participación en plusvalía es un instrumento de financiación del desarrollo 

urbano y de gestión del ordenamiento territorial, el cual se diferencia de manera ostensible con 

los impuestos, debido a que la finalidad de este,  se aleja de gravar monetariamente el ingreso 

causado por las actividades productivas de los particulares propietarios de los suelos ofertados, 

ya que debido a la naturaleza los hecho generadores de la participación en plusvalía, por medio 

de los cuales se genera un aumento el valor de los suelos, se evidencia que esta se causa como 

resultado de las acciones y actuaciones urbanísticas adelantadas por el Estado a través de las 

entidades territoriales que desarrollan funciones de organización urbana. 

3. Acciones de la administración municipal de Manizales.  



Con el fin de desarrollar este acápite, se interpusieron dos derechos de petición ante la 

alcaldía de Manizales, con el propósito de indagar respecto a las acciones y operaciones del 

municipio encaminadas a la implementación y regulación de la participación en plusvalía, así 

como conocer si se ha establecido el procedimiento para el efecto plusvalía en el municipio, 

además, si se había expedido reglamentación alguna, por parte del el Alcalde conforme a lo 

dispuesto en el Plan de Ordenamiento Territorial de Manizales 2017-2031. No obstante, lo 

anterior, Únicamente se obtuvo respuesta a uno de los presentados, a partir de la cual fue posible 

conocer escuetamente la realidad del municipio frente al tema. 

Frente al cuestionamiento realizado respecto a las acciones adelantadas para la regulación 

de la participación en plusvalía, se obtuvo como respuesta que la administración municipal 

cuenta con el Estudio sobre el Cálculo y Reglamentación de la Participación de Plusvalía en el 

Municipio de Manizales, como insumo técnico y jurídico para la reglamentación de este 

instrumento de gestión y financiación del desarrollo urbano, a través de un Decreto Municipal, 

según lo previsto en el POT. Es de resaltar que en ningún momento se hizo relación alguna a la 

identificación del mismo y aun cuando en un segundo derecho de petición se solicitó aclarar el 

estado del dicho estudio, así como conocer las características del mismo, no se obtuvo respuesta 

alguna. 

 En igual sentido, afirmaron que han venido trabajando en un Proyecto de Decreto de 

Reglamentación e Implementación de este instrumento, que se encuentra en revisión por las 

Secretarías involucradas para su adopción por parte del Alcalde, huelga anotar que en relación a 

este aspecto, ocurrió lo mismo que en el anterior, toda vez que al intentar averiguar a 

profundidad respecto al tema, no se consiguió contestación. 



En la respuesta otorgada se hizo referencia a lo ocurrido con el tema en vigencia del POT 

anterior, respecto a lo que explicaron que en el Acuerdo N° 508 de 2001, modificado y 

adicionado por los acuerdo N° 573 de 2003 y N° 663 de 2007, se encontraba meramente  

enunciada desde el POT del 2001, donde únicamente se trascribía lo dicho en la Ley 388, sin que 

en el lapso de su vigencia, se configurara una reglamentación, marco normativo, o estudio 

técnico base con los cálculos pertinentes,  que implementaran y reglamentaran de forma 

particular y propias  las estructuras para el cobro, sin que se pudiera dar una liquidación de la 

plusvalía y concretar la obligación de pago por medio de actos administrativos. 

Habiendo conocido tal información es prudente realizar un análisis del tema, el cual es 

propio desarrollar en el contexto actual y social del municipio, a partir de las imposiciones que la 

norma atribuyó a la administración y la necesidad de conocer la existencia o no de su 

cumplimiento encaminada a la regulación de la participación en plusvalía en Manizales.  

4. Realidad social a partir de la regulación normativa en el municipio de Manizales.  

4.1 . la ciudad. 

Es importante realizar una revisión teórica de la ciudad, como elemento fundamental en el 

desarrollo de la realidad social y bajo el que se pueden ver, entender y concebir los problemas 

que trae consigo la ausencia de regulación de la participación en plusvalía, en el municipio de 

Manizales. 

 Con el desarrollo de las ciudades, se crea la necesidad de estipular  nuevas reglas, que 

abarquen diferentes aspectos relacionados con el uso del suelo,  las reglas de convivencia y 

coexistencia de sus habitantes; en lo que respecta a los asuntos urbanos, las primeras tienen 



prioridad sobre las segundas, toda vez que es a partir de un adecuado y correcto desarrollo 

urbano,  que se permite crear un contexto de interacciones humanas y sociales, bajo el que se 

origina el acceso a la propiedad privada, que permite y potencia el crecimiento económico y las 

ganancias de los dueños del suelo. 

En tal sentido, las mutaciones en el crecimiento urbano, requieren la existencia de una 

regulación normativa que permita entender la ciudad,  situación del Estado como suprema 

autoridad competente y calificada para cubrir con legitimidad las acciones y operaciones 

sistemáticas, las que en todo caso, tendrán que estar encaminadas a la defensa y fomento del 

interés común,  reflejados en la recuperación a favor de la comunidad de una porción de los 

dineros recibidos por los incrementos de los precios de los terrenos. 

Tales incrementos son dispuestos en razón a las determinaciones estatales, quienes deben 

cumplir una función enmarcada en la coherencia, la equidad y la eficiencia en favor del 

desarrollo de la ciudad y justificada en los usos y aprovechamientos del suelo. 

 A través del artículo 82 de la Constitución Política y la Ley  388 de 1997 y con el propósito 

de reglamentar y enfrentar los problemas de crecimiento de las ciudades se establece el 

contenido regulatorio de la participación en plusvalía, estableciendo los hechos generadores, 

efectos y finalidades de la participación en plusvalía en Colombia, por su parte el ya revisado 

Acuerdo 958 normativiza lo concerniente en el municipio de Manizales.   

4.2.  Realidad del POT en  Manizales 

El artículo 238 del POT de Manizales, establece un término de ocho meses  para expedir 

la reglamentación concerniente a la implementación de este instrumento de financiación del 



desarrollo urbano, estos inician su cómputo a partir de la publicación del Plan, tal atribución la 

estableció en cabeza del Alcalde Municipal. 

Cabe destacar que el Acuerdo 958 correspondiente al Plan de Ordenamiento Territorial de 

Manizales 2017-2031 fue sancionado y publicado en la gaceta municipal el 2 de agosto de 2017 , 

y desde ese día se encuentra vigente, esto quiere decir que a partir de esta última data, 

comenzaba a correr el tiempo correspondiente a ocho meses, para  regular lo que hace referencia 

a las áreas objeto de participación en plusvalía, exigibilidad y cobro de la participación, formas 

de pago de la participación, títulos de derechos adicionales de construcción y desarrollo, y demás 

asuntos relacionados con la participación en plusvalía , sin embargo a la fecha tales aspectos aún 

no han sido reglamentados. 

En este orden de ideas, salta a la vista que existe una mora en la realización de los 

trámites, que se encuentran a cargo y bajo responsabilidad de la administración pública, 

evidenciándose una falta de control y organización respecto a la figura. 

 Si bien la administración municipal presenta las bases normativas para la regulación de 

la participación de plusvalía en Manizales, es notoria la su falta de reglamento en el municipio, 

toda vez que, la administración no ha generado las condiciones normativas que posibiliten su 

aplicación, caso en el que lo normativo se convierte en una formalidad no cumplida 

 Así las cosas y al no existir regulación alguna frente al tema, milita una constate 

incertidumbre, además de un vacío legal que entorpece el crecimiento y desarrollo urbano, hecho 

que afecta consecuentemente el progreso de la ciudad, en diversas áreas,  una de ellas, la 

economía, toda vez se han dejado de generar y percibir emolumentos.  



A partir de la información acá recopilada es propio afirmar, que en torno al Acuerdo 0958 del 

2 de agosto de 2017 y hasta el año 2019, pese a existir ciertos aspectos que se están 

desarrollando para poder regular y ejecutar la participación en plusvalías urbanas, en el 

municipio de Manizales no se ha reglamentado la misma. 

5. CONCLUSIONES  

La plusvalía establecida en la Constitución Política de Colombia y recogida por la Ley 

388 de 2007 persigue la garantía de los derechos de interés general a partir de la participación, 

debido a que a través de la captación y el manejo de los recursos, pretende generar condiciones 

que permitan financiar programas de crecimiento y desarrollo urbano, así como cubrir las 

necesidades de ciudad que requiere la colectividad.  

Se podría afirmar que a la fecha, lo que respecta a la participación en plusvalía, se ha 

desconocido por parte de la administración municipal al no generar las regulaciones normativas 

que permitan dar apertura a la aplicación de la participación en plusvalía en el municipio, además 

hay lugar a determinar, que al no existir un a materialización  de la norma, el alcance de la 

regulación sólo ha perseguido un fin formal.  

La naturaleza jurídica de las disposiciones normativas que regulan la plusvalía, determina 

que corresponde al alcalde municipal expedir la reglamentación para su implementación, como 

instrumento de financiamiento del desarrollo urbano; este sentido y en términos de eficacia, el 

municipio de Manizales no ha implementado acciones y operaciones encaminadas a la defensa y 

fomento del interés común a partir de  la participación en plusvalía.  

Es propio concluir que la administración no comprende el proceso de desarrollos de 

ciudad y la relación jurídica y social que ésta trae consigo, toda vez que con su forma de actuar 



está generando dilaciones que repercuten en los intereses de la comunidad, ya que al no existir la 

regulación suficiente para la participación en plusvalía, se está dejando de cobrar los valores 

mercantiles que a ella corresponden, lo que no solo compete a la esfera económica, sino que 

también  genera un impacto negativo en los intereses de la  colectividad. 
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